El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / GARANTÍAS QUE OTORGA / REVOCATORIA DIRECTA DE ACTOS ADMINISTRATIVOS / DERECHO DE PETICIÓN / RESPUESTA CLARA, CONCRETA Y DE FONDO.
En la misma providencia, se determinó que las garantías establecidas en virtud del debido proceso administrativo, de acuerdo a la jurisprudencia sentada por este alto Tribunal, son las siguientes:

 

“(i) ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso.”

El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política. Este es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho
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Expediente No. 66682-31-03-001-2018-00243-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la parte actora, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal en la acción de tutela que el señor Diego Nelson Buitrago Montes instauró contra Colpensiones, a la que fueron vinculados el Presidente, el Vicepresidente de Operaciones del Régimen de Prima Media, los Gerentes de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial y la Directora de Nómina de Pensionados de esa entidad.

ANTECEDENTES

1. Relató el demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Por Resolución No. 05263 de 2011, el Instituto de los Seguros Sociales le reconoció su pensión de vejez. Esa prestación fue otorgada con catorce mesadas anuales.
1.2 En el mes de junio de este año, Colpensiones se abstuvo de cancelarle la mesada adicional correspondiente; en respuesta a su solicitud de pago, esa entidad le informó que solo tenía derecho a trece mesadas, es decir que no le correspondía la complementaria de ese mes.   
1.3 Debido a lo anterior formuló otra solicitó en la cual le pidió a la demandada informar: a) cuál fue el procedimiento administrativo realizado para no reconocer la mesada catorce, la que fue concedida mediante Resolución No. 05263 de 2011; b) en qué normas se sustentó la decisión de negar su pago y por medio de qué acto administrativo se adoptó. En caso de existir este último, si le fue notificado y se le expida copia del mismo; c) qué gestiones se adelantaron para que él compareciera a ese trámite administrativo o si consta un documento en que él haya manifestado su consentimiento para que le dejaran de cancelar esas mesadas y d) si se profirió fallo judicial que ordene abstenerse de pagar la citada prestación complementaria.

1.4 Mediante oficio del 25 de julio último, Colpensiones procedió a indicarle una serie de normas legales y constitucionales, pero omitió dar respuesta en relación con el trámite adelantado para determinar que no le asistía el derecho a la mesada catorce.

1.5 La entidad demandada procedió, de manera unilateral y sin agotar trámite administrativo o judicial alguno, a negar el pago de esa prestación, a pesar de que esta había sido reconocida por el ISS, por medio de decisión que se encuentra debidamente ejecutoriada.  
2. Considera lesionados los derechos al debido proceso y la seguridad social. Para su protección solicita se ordene a Colpensiones pagar la mesada adicional correspondiente al mes de junio de este año y se abstenga de dejarla de cancelar “hasta que de ser procedente y mediante un debido proceso administrativo o judicial se determine el no pago de la mesada 14”.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 13 de agosto se admitió la acción y se ordenó vincular al Presidente, el Vicepresidente de Operaciones del Régimen de Prima Media, los Gerentes de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial y la Directora de Nómina de Colpensiones. 
2. El Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones explicó que si bien el artículo 142 de la Ley 100 de 1993 determinó que los pensionados tendrían derecho a una mesada adicional en los meses de junio de cada año, por acto legislativo 01 de 2005, para garantizar la sostenibilidad del sistema, se determinó que las personas cuyos derechos pensionales se causaran a partir de la vigencia de esa norma no podrían percibir más de trece mesadas pensionales en el año, salvo aquellas que reciban una pensión igual o inferior a tres salarios mínimos legales, de conformidad con el parágrafo transitorio 6º del artículo 1º de esa disposición. En este caso, agregó, mediante Resolución No. 05263 de 2011 se reconoció la pensión de vejez al señor Diego Nelson Buitrago Montes en cuantía de $1.622.476. Para el año 2010, momento en el que el citado señor adquirió su derecho pensional, el salario mínimo ascendía a $515.000; es decir, que el monto de la mesada pensional otorgada supera los tres salarios mínimos legales. Por tanto, como el demandante no acredita los requisitos establecidos en el mencionado parágrafo, es improcedente hablar del derecho adquirido a esa mesada adicional. Agregó que la falta de pago de esa prestación no afecta el mínimo vital del accionante, quien es beneficiario de las otras trece.    
3. Se puso término a la instancia con sentencia del 24 de agosto último, en la que se negó el amparo invocado.

Para decidir así, empezó por indicar la funcionaria de primera sede, que en este caso, la respuesta suministrada por Colpensiones a la solicitud del actor satisface los requisitos jurisprudenciales sobre el tema, ya que se profirió oportunamente y allí se exponen las razones por las cuales al accionante no le asiste el derecho de recibir la mesada catorce. Luego señaló que frente al reconocimiento de esta última prestación, se incumple el presupuesto de la subsidiariedad porque para ese fin el actor debe acudir a los mecanismos de defensa ordinarios, ya que además dejó de probar que esté frente a un perjuicio irremediable; al contrario, las pruebas demuestran que recibe una mesada pensional por valor de $2.209.024. Adujo también que de la lectura del acto administrativo que concedió la pensión de vejez, no se deprende que la citada mesada adicional haya sido reconocida de manera explícita.   
4. Inconforme con el fallo, el accionante lo impugnó. Alegó que la respuesta suministrada por la entidad demandada no resuelve de manera concreta todos los puntos que contiene, pues se dejó de informar cuál fue el procedimiento adelantado para suspender el pago de la mesada adicional de junio. Además, como a esto último procedió Colpensiones de forma unilateral, le vulneró su derecho al debido proceso y aunque intentó justificar su actuar en el Acto Legislativo 01 de 2005, esta norma no faculta a los fondos de pensiones a dejar de cancelar la mesada tantas veces citada, pues para ese efecto se debe adelantar el trámite administrativo correspondiente, en el cual es obligatorio contar con el consentimiento expreso del titular de acuerdo con el artículo 73 del C.C.A., o acudir ante la jurisdicción para demandar el acto administrativo, circunstancias que no ocurrieron en este caso.  

Solicita se revoque el fallo de primera instancia y se acceda a sus pretensiones.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si se lesionaron los derechos fundamentales al actor al debido proceso administrativo, con la suspensión del pago de la mesada catorce, y el de petición, al no responderle de manera concreta la que elevó a la entidad demandada.

3. En relación con el primero de tales derechos, ha dicho la Corte Constitucional:
“En lo concerniente al debido proceso administrativo, debe señalarse que se encuentra regulado en el Artículo 29 de la Constitución Política, en el cual se determina la aplicación del debido proceso en “toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”; así como en el Artículo 209 del mismo texto y en el numeral 1º del Artículo 3º de la Ley 1437 de 2011, normas en las que se regula como un principio fundamental de la función administrativa.
 
Frente a este particular, en la Sentencia C-980 de 2010, la Corte señaló que el debido proceso administrativo ha sido definido jurisprudencialmente como:
 
“(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal”
. Ha precisado al respecto, que con dicha garantía se busca “(i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados” 
.
 
En la misma providencia, se determinó que las garantías establecidas en virtud del debido proceso administrativo, de acuerdo a la jurisprudencia sentada por este alto Tribunal, son las siguientes:
 
“(i) ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso.”
 
Para las autoridades públicas, el debido proceso administrativo implica una limitación al ejercicio de sus funciones, puesto que en todo proceso, desde su inicio hasta su fin, deben obedecer de manera restrictiva a los parámetros procedimentales determinados en el marco jurídico vigente. Con lo anterior se pretende eliminar todo criterio subjetivo que pueda permear el desarrollo de los procesos administrativos y, a su vez, evitar la conducta de omisión, negligencia o descuido en que puedan incurrir los funcionarios relacionados en el proceso…” 

4. Las pruebas incorporadas al proceso, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

4.1 Mediante Resolución No. 05263 del 14 de septiembre de 2011, la Jefe del Departamento de Pensiones del ISS Seccional Risaralda, con sustento en el Acuerdo 049 de 1990, reconoció la pensión de vejez al señor Diego Nelson Buitrago Montes, por valor mensual de $1.673.909, a partir del 1º de octubre de 2011
. 

4.2 El 5 de julio de 2018, el citado señor solicitó a Colpensiones consignar el monto correspondiente a la prima del mes de junio anterior
.
4.3 Por oficio del 6 del citado mes, la Directora de Nómina de Pensionados de esa entidad le informó que solo puede acceder al pago de trece mesadas anuales, ya que para el momento en que adquirió el derecho pensional, el monto de su prestación superaba los tres salarios mínimos legales y por tanto no se puede aplicar la excepción contenida en el parágrafo transitorio 6º del Acto Legislativo 01 de 2005, reservada para aquellos afiliados que devengan menos de ese valor
.
4.4 El 26 de julio siguiente el demandante pidió a Colpensiones le informara: a) cuál fue el procedimiento administrativo surtido para abstenerse de reconocer el pago de la mesada catorce; b) en qué normas se fundamentó esa decisión y por medio de qué acto administrativo se adoptó. En caso de existir este último, si le fue notificado y se le expida copia del mismo; c) qué gestiones se adelantaron para que él compareciera a ese trámite administrativo o si consta un documento en el haya manifestado su consentimiento para el “no pago de la mesada” y d) si se profirió fallo judicial en ese sentido. Como sustento de esas peticiones dijo que su pensión de vejez había sido reconocida con catorce mesadas pero que al reclamar la del mes de junio pasado no aparece girada la adicional
.     
4.5 En respuesta, la citada funcionaria señaló que el artículo 142 de la Ley 100 de 1993 creó la mesada adicional pagadera en los meses de junio de cada año, sin embargo el legislador, por medio acto legislativo 01 de 2005, determinó que las personas cuyos derechos pensionales se causaran a partir de la vigencia de esa norma no podrían recibir más de trece mesadas pensionales al año, a excepción de aquellas que devenguen una pensión igual o inferior a tres salarios mínimos legales. El peticionario alcanzó su estatus pensional en el año 2010 y para entonces el salario mínimo ascendía a $515.000, es decir que si el monto de su mesada pensional reconocida fue de $1.622.477 supera la cuantía máxima para poder acceder a las catorce mesadas
.   

5. Surge de lo anterior, como primera conclusión, que, tal como lo dedujo la funcionaria de primera instancia, en el acto administrativo por medio del cual se reconoció la pensión de vejez al actor, no se expresó el número de mesadas a que tiene derecho, ni se arrimó prueba alguna de que el demandante efectivamente haya recibido catorce.
6. Partiendo de ese punto, la Sala considera que en este caso no se produjo la lesión al derecho al debido proceso administrativo.

En efecto, si el actor alega que Colpensiones omitió adelantar el trámite administrativo para suspender el pago de la mesada adicional y que tampoco él brindó su consentimiento para ese efecto, ni se agotó el proceso judicial correspondiente, ubica la cuestión frente a la hipótesis normativa del artículo 97 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que reza: “Revocación de actos de carácter particular y concreto. Salvo las excepciones establecidas en la ley, cuando un acto administrativo, bien sea expreso o ficto, haya creado o modificado una situación jurídica de carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría, no podrá ser revocado sin el consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titular.

Si el titular niega su consentimiento y la autoridad considera que el acto es contrario a la Constitución o a la ley, deberá demandarlo ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.

Si la Administración considera que el acto ocurrió por medios ilegales o fraudulentos lo demandará sin acudir al procedimiento previo de conciliación y solicitará al juez su suspensión provisional.

Parágrafo. En el trámite de la revocación directa se garantizarán los derechos de audiencia y defensa.”

En este caso no se puede dar aplicación a esas reglas, porque como ya se expresara, no obra prueba en el proceso del acto  administrativo que haya reconocido al demandante el pago de una mesada adicional en el mes de junio de cada año y por ende, de que se hubiese revocado de manera unilateral. 
En estas condiciones, el amparo debe ser negado frente a la protección del derecho al debido proceso.
6. En los hechos de la demanda, también se hizo referencia a que la accionada omitió contestar en debida forma la petición que le elevó el 26 de julio pasado. 

El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política. Este es considerado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

“…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.” 
. 

La Ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.

Para la Sala le asiste razón al accionante pues de conformidad con las pruebas aportadas, frente a la solicitud dirigida a que se informara sobre el trámite administrativo o judicial surtido para negar el pago de la mesada catorce, ninguna alusión se hizo en la respuesta brindada, en la cual la Directora de Nómina de Pensionados de Colpensiones se limitó a señalar las razones por las cuales la cancelación de esa prestación era improcedente.
De esa manera las cosas, se considera que esa funcionaria lesionó el derecho de petición de que es titular el demandante. 

Por tanto, se concederá el amparo solicitado y se ordenará a la Directora de Nómina de Pensionados de Colpensiones, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, se pronuncie de fondo sobre la solicitud formulada por el actor el 26 de julio de este año.
7. No se impondrá orden alguna a las demás autoridades vinculadas porque no han lesionado el derecho de que se trata, pues es aquella funcionaria la competente para resolver, tal como se infiere de la actuación que se ha desplegado en este trámite.  

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E

PRIMERO: Revocar la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 24 de agosto último, en la acción de tutela que interpuso el señor Diego Nelson Buitrago Montes instauró contra Colpensiones.
SEGUNDO: Conceder el amparo al derecho de petición de que es titular el accionante. En consecuencia, se ordena a la Directora de Nómina de Pensionados de Colpensiones, en el término de cuarenta y ocho horas, dar respuesta de fondo a la petición elevada el 26 de julio pasado.

TERCERO: Se niega la tutela frente al Presidente, el Vicepresidente de Operaciones del Régimen de Prima Media, los Gerentes de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial de Colpensiones.

CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Con aclaración de voto)
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